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Resumen: el presente análisis se propone explorar de manera crítica la 
intrincada relación entre los derechos humanos y las actividades empresariales, 
centrándose en la responsabilidad social empresarial, los principios Ruggie y el 
Buen Vivir como posibles parámetros de análisis jurídico y político para la Agenda 
del Desarrollo Sostenible. Para lograr este objetivo exploraremos cualitativamente 
con recursos bibliográficos y método dialéctico, un caso paradigmático resuelto 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos bajo el título “Empleados de 
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la Fábrica de Fuegos de Santo Antônio de Jesus y sus Familiares vs. Brasil”. A través 
de su examen reflexionaremos sobre distintas categorías teóricas y prácticas que 
revisten importancia en este ámbito: (des)igualdades de género, discriminación 
laboral, la teoría de la Drittwirkung, los principios Ruggie, la teoría de los 
Stakeholders, el Buen Vivir y el derecho humano al desarrollo sostenible.

Palabras claves:  perspectiva de género - derechos humanos – intersecciona-
lidad - responsabilidad social empresarial - principios Ruggie - Buen Vivir - 
desarrollo sostenible

Corporate social responsibility, Ruggie Principles and Good Living in the 
Sustainable Development agenda. An analysis with a gender(s) and human 
rights perspective

Abstract: the present analysis aims to critically explore the intricate relationship 
between human rights and business activities, focusing on corporate social 
responsibility, the Ruggie principles and Good Living as possible parameters of 
legal and political analysis for the Development agenda. Sustainable. To achieve 
this objective, we will qualitatively explore, using bibliographic resources and a 
dialectical method, a paradigmatic case resolved by the Inter-American Court 
of Human Rights under the title “Employees of the Santo Antônio de Jesus Fire 
Factory and their Relatives vs. Brazil.” Through its examination, we will reflect 
on different theoretical and practical categories that are important in this area: 
gender (in)equalities, employment discrimination, the theory of Drittwirkung, the 
Ruggie principles, the theory of Stakeholders, Good Living and the human right to 
sustainable development.

Keywords: gender perspective - human rights - intersectionality - corporate 
social responsibility - Ruggie principles - Good Living - Sustainable development

I. Introducción  (1)

Analizar los derechos humanos de las mujeres, las disidencias y las diversida-
des implica no sólo acudir al marco normativo, sino también a la historia de cómo 
fue construida la ciudadanía. Es sabido, que la constitución del sujeto de derecho 
fue cuestionada en sus primeras formulaciones por considerar un sólo estatus de 
sujeto: hombre, mayor, blanco, occidental, heterosexual, sin discapacidades y pro-
pietario escondiendo dentro del neutro universal de individuo abstracto a otros 
seres humanos (Bauger, 2019, 2020, 2021, 2022, 2023). 

  (1) En este documento se procuró evitar el lenguaje sexista. Sin embargo, a fin de facilitar la lec-
tura no se incluyen recursos como “@”, “x” o “-a/as”, en aquellos casos en los que no se pudo evitar el 
genérico masculino deseamos que se tenga en cuenta esta aclaración.
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Los movimientos feministas desde antaño y con mayor visibilidad en pleno 
auge de la cuarta ola, con el Ni una menos, la campaña por el aborto legal y la 
educación sexual integral, bregan por mostrar las desigualdades estructurales 
imbricadas a tramas de poder que generan formas dramáticamente perjudiciales 
de relación entre las personas. Así, en los últimos años, las temáticas de género y 
especialmente la preocupación ante las situaciones de violencia machista y femi-
nicidios, se han instalado fuertemente en las agendas de las organizaciones socia-
les, sindicatos, partidos políticos, medios de comunicación, como también en los 
distintos poderes y niveles del Estado. La integralidad de los debates que actual-
mente emergen como producto de los cambios socioculturales a los que asistimos 
en materia de géneros, feminismos y derechos humanos, conlleva una serie de 
reconfiguraciones en las dimensiones institucionales. La creación de nuevos es-
pacios para el abordaje de estos temas en todos los niveles del Estado y, también, 
en el ámbito de las instituciones privadas, es expresión de este fenómeno de visi-
bilización y jerarquización creciente.

A la par de este proceso, la crisis sin precedentes desencadenada por la pande-
mia en la economía mundial, generó una onda expansiva que ha afectado a todos 
los rincones del planeta. Este impacto ha exacerbado las desigualdades tanto den-
tro de los países como entre ellos, agravando aún más la brecha entre los más privi-
legiados y los más desfavorecidos. El Banco Mundial ha publicado recientemente 
un informe sobre el desarrollo mundial  que indica que la recuperación económi-
ca tras la crisis será tan desigual como los impactos iniciales de la pandemia  (2). 
Las economías emergentes y los grupos sociales más vulnerables necesitarán con-
siderablemente más tiempo para recuperarse de las pérdidas de ingresos y me-
dios de vida ocasionadas por la crisis. La entrega compartida del premio nobel de 
economía a Daron Acemoglu, Simon Johnson y James Robinson este año por sus 
trabajos sobre la desigualdad social y las diferencias de prosperidad entre países, 
demuestra la visibilización con el objeto de revertir estas desigualdades  (3). 

Las desigualdades sociales plantean serias preocupaciones en términos de de-
rechos humanos, ya que las personas más afectadas corren el riesgo de ver com-
prometidos sus derechos fundamentales a una vida digna, incluido el acceso a la 
salud, la educación y el trabajo. Asimismo, las consecuencias de la pandemia po-
nen en riesgo los insuficientes avances que se han conseguido en materia de igual-
dad de género durante las últimas décadas (Consolo y Bauger, 2023). En todas las 

  (2) Se pueden consultar datos y estadísticas en https://www.bancomundial.org/es/publication/
wdr2022/brief/chapter-1-introduction-the-economic-impacts-of-the-covid-19-crisis 

  (3) El libro de los galardonados “Why Nations Fail” (Por qué fracasan los países), afirma que las 
instituciones políticas determinan en gran medida el éxito de una nación. y que los Estados fallidos 
proporcionan “una explicación general de por qué los países pobres son pobres”. Se puede consultar 
en: https://www.nytimes.com/es/2024/10/14/espanol/nobel-de-economia-2024.html 
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esferas, desde la educación, la salud, la economía, la seguridad hasta la protección so-
cial, los efectos han agravado la situación de las mujeres y las niñas claramente como 
consecuencia de su sexo (Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, ONU, 2015). 

En este contexto, en su discurso ante la 79ª sesión de la Asamblea General de 
la Organización de Naciones Unidas, el presidente argentino cuestionó la Agenda 
2030  (4). Asimismo, nuestro país se destacó como el único miembro del G20 que 
no respaldó la declaración relativa a la igualdad de género y al empoderamiento 
de las mujeres, suscrita en Río de Janeiro por ministras y funcionarios de las na-
ciones integrantes del bloque que aglutina a las economías más relevantes a nivel 
mundial, así como a otras de ingresos medios. La política exterior implementada 
ha acentuado la postura previamente manifestada por el presidente en el marco 
de las Naciones Unidas, consolidando así, una clara disociación del Pacto del Fu-
turo, el cual recibió el apoyo generalizado de la comunidad internacional  (5).

Demás está aclarar que Argentina se ha comprometido con un plexo normativo 
protectorio de los derechos humanos de las mujeres y disidencias LGBTTTIQ+  (6), 
de conformidad a lo normado por nuestra Constitución Nacional en el artículo 
75 inciso 22, precedido por la Convención de Naciones Unidas del 18 de diciem-
bre de 1979 sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer (CEDAW) y la Convención de Belém do Pará de 1994. Como parte de estas 
convenciones, nuestro país no sólo está obligado a cumplir con obligaciones de 
abstención sino con obligaciones positivas adoptando medidas en todas las esfe-
ras, y en particular en las esferas política, social, económica y cultural (artículo 75 
inciso 23 de la Constitución Nacional). La obligación internacional asumida inclu-
ye especialmente la eliminación de los prejuicios y de las funciones estereotipadas 
de hombres y mujeres en la sociedad y en la familia (artículo 5).

La obligación de respetar, proteger y garantizar los derechos humanos recae 
sobre todos los poderes del Estado, pero también sobre los particulares. Y se ex-
tiende tanto respecto de aquéllos casos en que la situación discriminatoria es el 
resultado de las acciones y omisiones de los poderes públicos como cuando es el 
resultado del comportamiento de los particulares (Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, OC 18/03, párr. 104). 

   (4) Se puede acceder al discurso completo en: https://www.argentina.gob.ar/noticias/
javier-milei-en-la-asamblea-de-naciones-unidas-argentina-va-abandonar-la-posicion-de 

   (5) Se puede consultar en: https://www.infobae.com/politica/2024/10/14/argentina-fue-el-
unico-pais-del-g20-que-no-apoyo-una-declaracion-sobre-igualdad-de-genero-los-motivos-y-el-
choque-con-brasil/ 

   (6) El término LGBTTTIQ+ está formado por las siglas de lesbiana, gay, bisexual, transgénero, 
transexual, travesti, intersexual y queer. El símbolo + incluye los colectivos que no están representa-
dos en las siglas anteriores.
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Los derechos humanos constituyen un elemento esencial en el diseño de 
las políticas y estrategias de desarrollo (Salvioli, 2022). A propósito de lo enun-
ciado, el comportamiento de las empresas derrama sus efectos en el ámbito en 
el que se desenvuelven, tanto a nivel económico, laboral, ambiental y social. 
Un análisis sobre la relación existente entre el rol de la empresa y la tutela de 
las personas y las comunidades, nos conduce al abordaje de la responsabili-
dad social empresarial. La implementación de la misma en un gran número de 
organizaciones a nivel mundial, nos da la pauta que las empresas están asu-
miendo una participación social dinámica con planes de desarrollo integrales 
en la búsqueda de la mejora de las condiciones de trabajo, del medio ambiente 
y de las relaciones de consumo. Los Principios Rectores de Naciones Unidas 
sobre las Empresas y los Derechos Humanos (“principios de Ruggie”) refuer-
zan las obligaciones estatales frente a las actividades empresariales. El análisis 
se complejiza en escenarios de reconocimiento del Buen Vivir, como principio 
orientador del desarrollo  (7).

Con base en los acuerdos internacionales, la teoría y la investigación reciente 
y las configuraciones en la relación entre empresas y derechos humanos, en este 
trabajo se planteará cómo los vínculos entre éstos son determinantes para consti-
tuir sujetos de derecho y ciudadanos plenos (“agentes de su libertad” en el sentido 
de Amartya Sen), así como avanzar hacia sociedades más inclusivas, democrá-
ticas, justas y solidarias –siendo ambas necesidades urgentes del universalizado 
mundo contemporáneo-. 

II. El caso “Empleados de la Fábrica de Fuegos de Santo Antônio de Jesus 
y sus Familiares vs. Brasil”  (8)

En el caso resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la res-
ponsabilidad internacional fue examinada desde la óptica de la obligación estatal 
de la garantía de los derechos, específicamente la omisión de fiscalización tanto 

   (7) En el marco del Proyecto de Extensión y Práctica Pre Profesional Supervisada: “Taller con 
perspectiva literaria de formación en género y derechos humanos en clave intercultural” de la 
FCJyS-UNLP, se está llevando a cabo el proyecto “Cultivar una huerta para que crezca la literatura y 
el empoderamiento en derechos”. Mediante la articulación de actividades de promoción y capacita-
ción sobre el tema, por intermedio de un representante de una Pyme del Gran La Plata, se iniciaron 
obras de construcción de una huerta en altura para uso comunitario de la Comunidad Nam Qom, 
poniendo en práctica acciones de responsabilidad social empresarial. Se puede acceder a mayor 
información en: https://www.jursoc.unlp.edu.ar/index.php/taller-con-perspectiva-literaria-de-for-
macion-en-genero-y-derechos-humanos-en-clave-intercultural.html https://www.instagram.com/
tallerliterariointerculgenddhh/

  (8) Corte IDH, Caso “Empleados de la Fábrica de Fuegos de Santo Antônio de Jesus y sus Familia-
res vs. Brasil” Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sentencia del 15 de julio de 2020 (Excep-
ciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas).
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de los derechos a la vida e integridad personal, como desde la visión de las condi-
ciones de trabajo en empresas y, particularmente, frente a trabajos en los cuales 
las personas se encuentran expuestas a realizar sus labores con materiales peligro-
sos. La obligación estatal principal desarrollada es la de adoptar “las medidas ne-
cesarias” para “prevenir” eventuales violaciones a los derechos de las mujeres tra-
bajadoras (algunas embarazadas) y de las niñas y los niños que perdieron la vida 
y de las personas que quedaron gravemente heridas. En la sentencia se invocaron 
los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Hu-
manos (“principios de Ruggie”) para reforzar las obligaciones estatales frente a las 
actividades empresariales, en este caso de carácter peligroso o de alto riesgo.

En este caso se condenó al Estado brasileño como primer y principal responsa-
ble por incumplir sus obligaciones en materia de derechos humanos. Sin embargo, 
dado que los hechos violatorios fueron cometidos por particulares, se hace necesario 
avanzar hacia los estándares relacionados con agentes no estatales, en línea con los 
principios Ruggie. Así, la Corte analizó cómo la falta de fiscalización a una empresa 
privada dedicada a la fábrica de fuegos artificiales derivó en una omisión del Estado 
de proteger los derechos a la vida e integridad personal de las sesenta y seis víctimas 
atravesadas por la interseccionalidad de múltiples factores de discriminación.

Si bien no es la primera ocasión en que la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos recurrió a estos principios, es el primer caso en donde su aplicación 
encuentra un encuadre armónico en cuanto a las obligaciones que se deben ob-
servar desde los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, así como de otros 
instrumentos internacionales (como los Convenios 81 y 155 de la Organización In-
ternacional del Trabajo) y las interpretaciones que contemplan obligaciones para 
los Estados en este tipo de contextos  (9) (Inter-American Commission on Human 
Rights, 2021). Destaca en la sentencia una medida de reparación original, orde-
nando a Brasil informar sobre la implementación y aplicación de las Directrices 
Nacionales sobre Empresas y Derechos Humanos, confirmando la centralidad del 
tema derechos humanos y empresas en el caso. 

La Corte IDH se pronunció sobre cuatro aspectos fundamentales: a) la discri-
minación estructural, b) la discriminación interseccional, c) la discriminación por 
la posición económica -analizada desde la óptica de la “pobreza” de las víctimas-, 
y d) el contenido de los derechos sociales que se pueden derivar del artículo 26 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

Se subraya de la sentencia, que es la primera oportunidad en que la Corte 
IDH analiza la forma en que la confluencia de diversos factores presentes en las 

   (9) Cfr. Corte IDH, Caso Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2015. Serie C No. 309, párr. 224.
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víctimas en condición de pobreza, las sometió a una situación de discriminación 
estructural frente al disfrute de condiciones específicas del derecho al trabajo.

El fallo abordó en forma pormenorizada el contexto de exclusión social en la 
que se encontraban las personas que residían en los barrios del Municipio de San-
to Antônio de Jesús, donde la fabricación de fuegos artificiales constituía la prin-
cipal- e incluso la única- fuente laboral de las mujeres. Ante un nivel muy bajo de 
escolaridad y alfabetización y el prejuicio que se tenía de ellas que las estereotipa-
ba como “poco confiables y por estas razones no podían acceder a otro empleo”. 
La Corte consideró que, además de la discriminación estructural en función de 
la condición de pobreza, en las víctimas confluían distintas desventajas estructu-
rales que impactaron su victimización, tanto económicas y sociales, como referi-
das a grupos determinados de personas, por lo que la intersección de factores de 
discriminación “incrementó las desventajas comparativas de las víctimas” (Inter-
American Commission on Human Rights, 2021). 

La Corte destacó que las víctimas “comparten factores específicos de discri-
minación que sufren las personas en situación de pobreza, las mujeres y las y los 
afrodescendientes, pero, además, padecen una forma específica de discrimina-
ción por cuenta de la confluencia de todos estos factores y, en algunos casos, por 
estar embarazadas, por ser niñas, o por ser niñas y estar embarazadas” (párr. 191).

Esas desigualdades socioeconómicas se agravaron con la incidencia de estas 
interseccionalidades, con marcadores raciales y de género bien definidos. Tal 
como fue evidenciado en el voto concurrente del Juez Ricardo Pérez Manrique, el 
caso en análisis es, ante todo, un caso sobre mujeres negras y pobres. En esta línea, 
la Corte determinó que Brasil ejecutara programas de desarrollo económico en 
Santo Antonio de Jesus, considerando estos aspectos de vulnerabilidad.

Otra interseccionalidad abordada en la sentencia fue la de la niñez, ya que la 
fábrica se caracterizaba por el trabajo infantil. La Corte recordó que el trabajo in-
fantil era prohibido por la Constitución brasileña y por las leyes laborales del país 
y afirmó que la labor realizada en la fábrica de fuegos afectaba la educación, la 
salud y el desarrollo de los niños y niñas, violando el artículo 19 de la Convención.

Dentro de las medidas de reparación y como garantía de no repetición, me pa-
rece valioso el diseño y ejecución de un programa de desarrollo socioeconómico 
especialmente destinado para la población de Santo Antônio de Jesus, en coordi-
nación con las víctimas y sus representantes para hacer frente a la falta de alterna-
tivas de trabajo, especialmente para las y los jóvenes mayores de 16 años y mujeres 
afrodescendientes que viven en condición de pobreza. La creación de cursos de 
capacitación profesional y/o técnicos que permitan la inserción de trabajadoras 
y trabajadores en otros mercados laborales, como el comercio, el agropecuario, la 
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informática, entre otras actividades económicas relevantes en la región; medidas 
orientadas a enfrentar la deserción escolar causada por el ingreso de menores de 
edad al mercado laboral, y campañas de sensibilización en materia de derechos 
laborales y riesgos inherentes a la fabricación de fuegos artificiales (Inter-Ameri-
can Commission on Human Rights, 2021).

Aunque la sentencia es muy meritoria, guarda silencio con relación a los  
artículos 6 (prohibición de la esclavitud, trabajo forzoso y servidumbre) y 7  
(libertad personal). Estos artículos no son problematizados ni siquiera en los vo-
tos razonados  (10). En el párrafo 38 del voto del Juez Ferrer Mac- Gregor Poisot, 
parecería introducir el análisis de estos artículos, al afirmar que existe una “situa-
ción de pobreza estructural, de mujeres y niñas afrodescendientes, en algunos ca-
sos incluso embarazadas y no contaban con ninguna otra alternativa económica 
más que aceptar un trabajo peligroso en condiciones de explotación”. No obstante, 
la Corte no profundiza sobre el concepto de libertad, derecho asegurado en el artí-
culo 7 de la Convención Americana. Sobre el punto, la Corte ya había afirmado en 
el caso Artavia Murillo  (11), que el concepto de libertad contenido en la Conven-
ción Americana debía ser visto de manera amplia y relacionarse con la capacidad 
de toda persona a autodeterminarse y a elegir libremente las opciones y circuns-
tancias que dan sentido a su existencia, de conformidad con sus propias preferen-
cias y convicciones. En el caso, las víctimas no podían organizar sus propias vidas 
de conformidad con sus convicciones. Como lo afirmó la Corte, presionadas por 
un escenario de discriminación estructural, principalmente las mujeres y niñas 
estaban “compelidas a trabajar” en la fábrica (párr. 196).

Destaca el voto concurrente del juez Ricardo C. Pérez Manrique que tiene 
como objetivos: (i) profundizar en la manera en que considera que la Corte IDH 
debería abordar los casos que involucren violaciones a los derechos económicos, 
sociales, culturales y ambientales, con base en la universalidad, indivisibilidad, 
interdependencia e interrelación de todos los derechos humanos como funda-
mento de su justiciabilidad; (ii) exponer que la discriminación interseccional y 
estructural contra mujeres, niñas y niños afrodescendientes y pobres implica un 
patrón que requiere especial protección; y (iii) resaltar las razones en virtud de las 

  (10) En el caso de los Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde, la Corte IDH expresó que la po-
breza “[era] el principal factor de la esclavitud contemporánea en Brasil, por aumentar la vulnerabi-
lidad de significativa parte de la población, haciéndoles presa fácil de los reclutadores para trabajo 
esclavo”. La pobreza, no se enmarca como un fenómeno, sino como una afectación de especial vul-
nerabilidad en donde la situación de exclusión y marginación, aunada a la denegación estructural 
y sistémica (con antecedentes históricos para el caso particular), tuvieron una afectación en los 85 
trabajadores rescatados de la Hacienda Brasil Verde” (párr. 57 del voto razonado del Juez Eduardo 
Ferrer Mac- Gregor Poisot). 

  (11) Corte IDH, Caso Artavia Murillo y otros (“Fecundación in vitro”) vs. Costa Rica, sentencia del 
28 de noviembre de 2012 (Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas). 
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que la obligación de diseñar y ejecutar un programa de desarrollo socioeconómi-
co destinado para la población de Santo Antônio de Jesus, en coordinación con 
las víctimas y sus representantes, como medida de no repetición, debe ajustarse a 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 y a las recomendaciones 
del Fondo de Naciones Unidas para la Infancia y la Organización Internacional del 
Trabajo.

Efectúa una especial referencia a la Agenda 2030 y a los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible. En el párrafo 46 señala que la Agenda 2030 responde al “enfoque de 
derechos en las políticas y estrategias de desarrollo” cuyo contenido es reconocer 
que el desarrollo es un derecho de las personas exigible frente a sus gobiernos y 
que las políticas de desarrollo deben fundarse en los derechos humanos. Se afir-
ma en el punto 35 de la Declaración que precede a los objetivos: “El desarrollo 
sostenible no puede hacerse realidad sin que haya paz y seguridad, y la paz y la 
seguridad corren peligro sin el desarrollo sostenible. La nueva Agenda reconoce la 
necesidad de construir sociedades pacíficas, justas e inclusivas que proporcionen 
igualdad de acceso a la justicia y se basen en el respeto de los derechos humanos 
(incluido el derecho al desarrollo), en un estado de derecho efectivo y una buena 
gobernanza a todos los niveles y en instituciones transparentes y eficaces que rin-
dan cuentas (…)” (párr. 47). 

El caso en análisis se vincula especialmente con los objetivos de desarrollo 
sostenible número 1 “poner fin a la pobreza en todas sus formas”, 5 “igualdad 
de género”, 8 “trabajo decente y crecimiento económico”, 10 “reducción de las  
desigualdades” y 16 “paz, justicia e instituciones sólidas” (párr. 49 del voto del juez 
Ricardo C. Pérez Manrique).

III. Las desigualdades en América Latina en el contexto de globalización 
y el derecho humano al desarrollo sostenible  (12)

Existen mares de tinta sobre el concepto de globalización en todos los campos 
de las ciencias sociales. En el terreno de los Derechos Humanos existen distintas 
definiciones con mayor o menor aceptación. Nos inclinamos por la que entiende 
por globalización “la creciente integración de los mercados comerciales y finan-
cieros, la divulgación de los adelantos tecnológicos, la reducción de las limitacio-
nes geográficas impuestas a los movimientos culturales, sociales y migratorios, y la 
mayor difusión de ideas y tecnologías”. “La globalización económica es un aspecto 
específico de este fenómeno, que se refiere a la integración de la producción, la 
distribución y el consumo de bienes y servicios en la economía mundial” (Informe 
del Secretario General, 2017, p. 8).

  (12) Posteriormente, en la sección VI se referirá al Pacto Global.

Responsabilidad social empresarial, principios Ruggie y Buen Vivir en la Agenda 
del Desarrollo Sostenible. Un análisis con perspectiva de género(s) y derechos 
humanos - Erika Silvina Bauger (pp. 297-336)
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Subrayamos que la globalización permitió el desarrollo y la expansión a gran 
escala de una serie de actores no estatales de fuerza internacional con relativa ca-
pacidad de intervención, esto es, con posibilidad de modificar las circunstancias 
en que viven una o más comunidades (Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, 2011, p. 1).

La afirmación respecto a que la mundialización ha afectado en muchos aspec-
tos la potestad normativa y otros poderes del Estado no implica, sin embargo, “el 
concepto de un Estado ´sin poder´, es decir, de un Estado que ha quedado inca-
pacitado (y que por tanto es incapaz de cumplir sus obligaciones en materia de 
derechos humanos) como consecuencia de los procesos de mundialización. Por 
el contrario, es preciso “establecer un nuevo marco de gobernanza y de dar mayor 
responsabilidad a los agentes que trabajan a nivel internacional, pero sin que esto 
llegue a reemplazar la obligación principal que le cabe a los Estados en materia de 
derechos humanos” (Comisión de Derechos Humanos, 2003, p. 41).

La reconsideración de las categorías jurídicas tradicionales y la presencia de un 
denominador común jurídico: los derechos humanos, sufren el peso de los efectos de 
la globalización. Así, la distinción entre derecho privado y derecho público deviene 
vaga y quizás, inútil, ante los nuevos objetos jurídicos que deben ser aprehendidos de 
una manera global y que comprenden tanto aspectos públicos como privados. A su 
vez, otras materias se vuelven “horizontales”, pues atraviesan el conjunto de sistemas 
jurídicos estatales, el mejor ejemplo son los derechos humanos (Scotti, 2017, p. 34).

Una relectura del célebre texto de Max Weber La ética protestante y el espíritu 
del capitalismo, de 1905, nos recuerda un aspecto frecuentemente overlooked: la 
influencia de los valores en el desarrollo del capitalismo. Weber se propuso enten-
der la paradoja de cómo individuos que veneraban a Dios terminaron adorando al 
dinero. Su interés radicaba en el proceso de transformación social que llevó a un 
cambio en los valores desde el divino hacia el material  (13). Este fenómeno plan-
tea un dilema claro si consideramos que la conducta humana debería justificarse 
a partir de los valores que la rigen.

En este contexto de globalización coincidimos con Stiglitz (2012) en que el ac-
tual sistema multiplica y mantiene los fracasos de los mercados, de los sistemas 

  (13) La observación inicial de Weber se centra en las correlaciones estadísticas entre la afiliación 
religiosa y la posesión de capital y cargos directivos en empresas: se evidencia un notable predomi-
nio del protestantismo entre los propietarios de capital y los altos mandos en el ámbito empresarial, 
así como en las clases trabajadoras especializadas. La ética protestante y el espíritu del capitalismo 
(en alemán: Die protestantische Ethik und der Geist des Kapitalismus) es un libro escrito por Max 
Weber, un sociólogo, economista y político alemán. Comenzó como una serie de ensayos, el texto 
alemán original fue compuesto en 1904 y 1905 y fue traducido al inglés por primera vez por el soció-
logo estadounidense Talcott Parsons en 1930.
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políticos que no corrigen los excesos de los mercados y de los injustos sistemas 
económicos y políticos que agravan las desigualdades. Para el economista, lo que 
mucha gente ignora es que las desigualdades cuestan muy caras, porque parti-
cipan directamente en el “deterioro de la economía” y a sus desvíos, que Stiglitz 
llama “subversión de la democracia”. Según el autor, a través de un programa de re-
formas económicas (que detalla en el último capítulo de “El precio de la desigual-
dad”) en el que debe intervenir el Estado, regulando los bancos, las empresas, los 
paraísos fiscales, se podrán corregir los excesos y fiscalizando en mayor medida 
los altos ingresos, promoviendo la inversión pública, mejorando la protección so-
cial y tendiendo al pleno empleo otorgándole un papel más responsable al banco 
central “abandonando su excesiva concentración sobre la inflación para interesar-
se de manera más equilibrada en el empleo y el crecimiento”.

Por su parte, Amartya Sen (1999) define el desarrollo como un proceso de ex-
pansión de las libertades reales de que disfrutan los individuos. Centra la atención 
en las libertades humanas contrastando con las visiones más estrictas del desa-
rrollo, como su identificación con el crecimiento del producto nacional bruto, con 
el aumento de las rentas personales, con la industrialización, con los avances tec-
nológicos o con la modernización social. Así, el desarrollo exige la eliminación de 
las principales fuentes de privación de libertad: la pobreza y la tiranía, la escasez 
de oportunidades económicas y las privaciones sociales sistemáticas, el abando-
no en que pueden encontrarse los servicios públicos y la intolerancia o el exceso 
de intervención de los Estados represivos. Evidencia que la opulencia mundial ha 
experimentado un aumento sin precedentes y a la par, el mundo contemporáneo 
niega libertades básicas a un inmenso número de personas, quizá incluso a la 
mayoría  (14). 

Teniendo en cuenta estos enfoques teóricos cabe poner de relieve que América 
Latina es el continente más desigual del mundo lo que impacta destructivamente 
sobre el crecimiento sostenible y la cohesión social  (15). También el más violento 
y peligroso para las mujeres y las niñas. La Comisión Económica para América 

  (14) La falta de libertades fundamentales está relacionada directamente con la pobreza económi-
ca, que priva a los individuos de la libertad necesaria para satisfacer el hambre, para conseguir un 
nivel de nutrición suficiente, para poner remedio a enfermedades tratables, para vestir dignamente 
o tener una vivienda aceptable o para disponer de agua limpia o de servicios de saneamiento. En 
otros casos, la privación de libertad está estrechamente relacionada con la falta de servicios y aten-
ción social públicos, como la ausencia de programas epidemiológicos o de sistemas organizados 
de asistencia sanitaria o de educación o de instituciones eficaces para el mantenimiento de la paz y 
el orden locales. En otros casos, la violación de la libertad se debe directamente a la negativa de los 
regímenes autoritarios a reconocer las libertades políticas y civiles y a la imposición de restricciones 
a la libertad para participar en la vida social, política y económica de la comunidad.

  (15) Según un informe publicado en el marco de la reunión anual del Foro Económico Mundial por 
Alicia Bárcena, Secretaria Ejecutiva de la CEPAL y Winnie Byanyima, Directora Ejecutiva de Oxfam  
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Latina y el Caribe (CEPAL) estima que la mitad de las mujeres latinoamericanas 
son pobres, unos 118 millones. En este contexto de desigualdades, el derecho hu-
mano al desarrollo sostenible emerge como un marco integral que vincula los as-
pectos sociales, económicos y ambientales del desarrollo. Se subraya la necesidad 
de que las empresas no sólo respeten los derechos humanos, sino que también 
contribuyan activamente a la construcción de sociedades más justas e inclusivas.

Así, y hasta los años noventa, las empresas estaban reguladas por normativas 
internacionales como las directrices de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE) de 1976 y la Declaración Tripartita de la Organi-
zación Internacional del Trabajo (OIT) de 1977, con el objetivo de promover su 
contribución al desarrollo económico, social y ambiental, y mitigar los impactos 
negativos que pudieran tener en ciertos grupos y derechos. Sin embargo, estas 
normativas no fueron suficientes para contrarrestar los efectos adversos que al-
gunas empresas generaban en ciertas poblaciones y derechos. Según el informe 
OECD Watch (2000-2010), los Puntos Nacionales de Contacto (PNC) no lograron 
abordar de manera efectiva las preocupaciones sociales, ambientales y económi-
cas relevantes para las comunidades afectadas por las acciones de las empresas 
multinacionales. En resumen, las directrices de la OCDE no han logrado resolver 
de manera adecuada los desafíos actuales que enfrentan las comunidades impac-
tadas por las actividades de estas empresas.

La ineficacia de los mecanismos tradicionales para abordar los problemas re-
lacionados con la actividad empresarial condujo a la presentación de denuncias 
ante organismos internacionales de protección. En este contexto, los procedi-
mientos especiales de las Naciones Unidas han documentado y destacado en sus 
informes la recurrencia de situaciones de violación de derechos humanos en las 
que están involucradas empresas (Murcia, 2013).

Por citar algunos ejemplos, el Representante del Secretario General sobre los 
Desplazados Internos, durante su visita a Colombia en el año 2000, observó que 
el fenómeno del desplazamiento forzado en el país constituía un medio para ad-
quirir tierras en beneficio de “empresas privadas que desarrollan proyectos a gran 
escala para la explotación de recursos naturales” (Representante del Secretario 
General sobre los Desplazados Internos, 2000, Párr. 23). De manera similar, el Re-
lator Especial sobre el Derecho a la Alimentación, en su visita a Bolivia en 2008, 
constató la situación de vulnerabilidad de la población derivada de la privatiza-
ción del agua y el desafortunado papel de las empresas en este proceso (Ziegler, 
2008). En su visita a México en 2011, el Relator (De Schutter, 2011) observó la in-
conveniencia de introducir maíz transgénico en el país, debido a la dependencia 

Internacional, América Latina y el Caribe es la región más desigual del mundo. https://www.cepal.org/
es/articulos/2016-america-latina-caribe-es-la-region-mas-desigual-mundo-como-solucionarlo 
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que generaría en los agricultores hacia las empresas que poseen las patentes de 
semillas de variedades transgénicas (Representante del Secretario General so-
bre los Desplazados Internos, 2000). La Experta Independiente encargada de la 
cuestión de los derechos humanos y la extrema pobreza, en su visita a Ecuador en 
2008, resaltó que las empresas mineras transnacionales no estaban respetando el 
derecho a la consulta de los pueblos indígenas, lo que llevó a la precarización de 
sus condiciones (Sepúlveda, 2009). Asimismo, en 2012, la Relatora Especial sobre 
la Situación de los Defensores de los Derechos Humanos observó, en su visita a 
Honduras, que las quejas de los defensores no se habían tomado en cuenta, es-
pecialmente en los casos en que estaban involucradas empresas transnacionales 
(Sekaggya, 2012).

Estos informes reflejaron una preocupante tendencia de violaciones de dere-
chos humanos perpetradas por empresas, subrayando la necesidad de mecanis-
mos más efectivos y la rendición de cuentas en el ámbito empresarial. La conclu-
sión siempre derivaba en la recomendación a los Estados de cumplir con su obli-
gación de proteger los derechos humanos de las personas. Téngase presente que 
los Estados tienen el deber de prevenir la eventual vulneración de los derechos, el 
deber de respetar absteniéndose directamente de cometer perjuicios y proteger 
a las personas de los perjuicios que puedan provocar terceros y realizar las inves-
tigaciones, imponer las sanciones y garantizar una debida reparación cuando un 
derecho ha sido vulnerado (deber de garantizar).

En consecuencia, al finalizar la década del noventa, sin delinear un escenario 
para decantar las denuncias por la actuación empresarial, las compañías fueron 
integradas al plano de los derechos como aliadas en el derrotero de democratizar 
a los Estados, y de generar un desarrollo sostenible, dando origen a la iniciativa del 
Pacto Global (Murcia, 2013).

IV. Las (des)igualdades de género y los Objetivos de Desarrollo Sostenible 

No existe duda alguna respecto a que el principio de igualdad y no discrimi-
nación es un principio transversal en el derecho internacional de los derechos 
humanos. Está presente en todos los tratados y constituye el tema central de la 
Convención Internacional Sobre la Eliminación de todas las formas de Discrimi-
nación Racial y la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación de la Mujer. El principio se aplica a toda persona en relación con todos 
los derechos humanos y las libertades, y prohíbe la discriminación sobre la base 
de una lista no exhaustiva de categorías tales como el sexo, raza, color y otras. Tal 
principio se complementa con el de igualdad, como lo estipula el artículo 1° de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos: “Todos los seres humanos nacen 
libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y concien-
cia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros (...)” .

Responsabilidad social empresarial, principios Ruggie y Buen Vivir en la Agenda 
del Desarrollo Sostenible. Un análisis con perspectiva de género(s) y derechos 
humanos - Erika Silvina Bauger (pp. 297-336)
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A esta transversalidad se aduna la progresiva “generización” del derecho inter-
nacional de los derechos humanos (García Muñoz, 2001) que incide en forma di-
recta en todas las áreas del derecho, creando un sistema específico de protección 
de las mujeres, las disidencias y diversidades, tomando como norte las conven-
ciones internacionales de derechos humanos, en particular, la Convención para la 
Eliminación de Todas las formas de Discriminación contra la Mujer  (16) y la Con-
vención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer (Convención de Belém do Pará)  (17). 

Sobre estas premisas, el marco de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 
representa un hito significativo en la promoción de la igualdad de género y el em-
poderamiento de las mujeres, al incluir específicamente en su Objetivo 5 el lla-
mado a garantizar la igualdad entre los géneros y empoderar a todas las mujeres 
y niñas. Esta inclusión evidencia un avance crucial en el reconocimiento y la le-
gitimación social de los derechos humanos, consolidándose como un imperativo 
ético y legal a nivel internacional que se vincula con la protección de los derechos 
de la humanidad a través de los distintos instrumentos normativos ratificados 
internacionalmente  (18). 

La perspectiva de género(s) lleva a reconocer que, históricamente, las mujeres, 
las disidencias y diversidades han tenido oportunidades desiguales en el acceso a 
la educación, la justicia y la salud (Facio y Fries, 1999), y aún hoy con mejores con-
diciones, según la región en la que habiten, sus posibilidades de desarrollo siguen 
siendo desparejas e inequitativas (Consolo y Bauger, 2023). Si bien han existido 
progresos, las posibilidades de desarrollo siguen siendo desparejas e inequita-
tivas   (19). Durante la pandemia provocada por el virus Covid-19, la generación 

  (16) Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. Adoptada 
y abierta a la firma y ratificación, o adhesión, por la Asamblea General en su resolución 34/180, del 18 de 
diciembre de 1979. Ratificada por la República Argentina en 1985, con jerarquía constitucional en virtud 
de los normado por el artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional. Argentina también ratificó el 
Protocolo facultativo de 1999 de procedimiento de comunicaciones individuales (denuncias) en 2007.

  (17) Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer 
de 1994, ratificada por la República Argentina en 1996. La implementación efectiva de la Convención 
requiere un proceso de evaluación y apoyo continuo e independiente, para lo cual se creó en 2004 
el Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará (MESECVI). Es una metodología 
de evaluación multilateral sistemática y permanente, fundamentada en un foro de intercambio y 
cooperación técnica entre los Estados Parte de la Convención y un Comité de Expertas/os.

  (18) Puede consultarse el Informe de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2023: Edición especial. 
Por un plan de rescate para las personas y el planeta. https://unstats.un.org/sdgs/report/2023/The-
Sustainable-Development-Goals-Report-2023_Spanish.pdf?_gl=1*1o7njoh*_ga*OTY0ODI5OTYuMT
U5MTIwMDE5NQ..*_ga_TK9BQL5X7Z*MTY5ODg4NzQyOS40LjEuMTY5ODg4ODQyMi4wLjAuMA 

  (19) Se pueden consultar datos y estadísticas en https://www.un.org/sustainabledevelopment/
es/gender-equality/ 
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de acciones tendientes al avance de los objetivos previstos se vio condicionada, 
provocando el retroceso de algunos de ellos particularmente respecto a niñas y 
mujeres en situaciones de profunda desigualdad (Consolo y Bauger, 2023). La Or-
ganización de Naciones Unidas advirtió que el trabajo realizado durante años se 
vio retraído, incrementándose las situaciones de violencia contra mujeres y niñas, 
especialmente la violencia doméstica (ONU, 2023)  (20). 

En este sentido, la reciente premio nobel de economía, Claudia Goldin (2022) 
ha demostrado cómo la era de la Covid-19 ha obstaculizado gravemente el avance 
de las mujeres. Goldin (1999, 2021) proveyó las primeras correlaciones entre los 
ingresos de las mujeres y su participación en el mercado laboral a lo largo de los 
siglos en los Estados Unidos, revelando las principales raíces o causas subyacentes 
a las brechas de género. Su investigación que abarca la historia norteamericana 
por un período de doscientos años a la actualidad, concluye sobre las causas del 
persistente gap o diferencia de género, conocido también como techo de cristal o 
piso pegajoso. El conocimiento de los factores subyacentes permite a la humani-
dad conocer cuáles son los obstáculos a afrontar y cuáles deberemos aún superar 
en el futuro a fin de garantizar una sociedad paritaria  (21).

Para otras autoras, el principal obstáculo para conseguir la igualdad efectiva 
no es sólo la falta de universalidad en el compromiso de los Estados con las con-
venciones de Derechos Humanos, sino también la ausencia de una perspectiva de 
género y libre de estereotipos en la solución de los conflictos que afectan a la vida 
privada de las mujeres (Fernández Rodríguez de Liévana, 2015). 

En efecto, la categoría género, además de ser una categoría analítica, se consti-
tuyó históricamente como una herramienta de lucha de los movimientos feminis-
tas contra el patriarcado y de visibilización de las relaciones de desigualdad entre 
varones y mujeres en un principio, y posteriormente, entre los múltiples sujetos 
que conforman los movimientos de lucha por la igualdad de los Derechos Huma-
nos. Nos permite entender cómo la sociedad organiza la identidad de las personas 
en función de su género, raza, clase social, edad, discapacidad, etc., así como la 
disparidad de poder asociada a la dinámica identitaria (Bauger, 2021). Transver-
salizar el enfoque de género implica su análisis en todos los niveles, reconociendo 

  (20) Puede consultarse el Informe de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2023: Edición especial. 
Por un plan de rescate para las personas y el planeta, 2023. 

  (21) Refiere particularmente a las mujeres de Estados Unidos, sus conclusiones se pueden aplicar 
a lo comprobado en el occidente industrializado. En Argentina se calcula que la brecha salarial está 
entorno al 28 al 29% de salarios menores al de los varones, pero se amplía para las asalariadas infor-
males, alcanzando un 35,6%. La mitad de quienes no consiguen empleo son jóvenes de hasta 29 años 
y, entre estas personas, son las mujeres quienes enfrentan las tasas más altas de desocupación de 
toda la economía con un 23% (datos de “Las brechas de género en la Argentina – Estado de situación 
y desafíos”. Ministerio de Economía).
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que el “género está en todas partes” y que “el feminismo es para todo el mundo” 
(“Feminism is for everybody”) (bell hooks, 2000), lo que compromete una mirada 
feminista en la toma de decisiones, la planificación, la puesta en marcha y la evalua-
ción del conjunto de las políticas que se llevan adelante (Consolo y Bauger, 2023). 

La transversalidad de género en los derechos humanos se enriquece con el 
concepto de “interseccionalidad” acuñado por la abogada Kimberlé Crenshaw 
en 1989   (22). En su influyente artículo publicado en el Foro Legal de la Uni-
versidad de Chicago, titulado “La Desmarginalización de la Intersección de la 
Raza y el Sexo”, puso de relieve los complejos estratos de injusticia social que 
emergen cuando se consideran simultáneamente diferentes dimensiones de 
identidad, como género, raza, clase social, orientación sexual, capacidad física 
y otros factores  (23). Así, el término “interseccionalidad” recoge la presencia de 
desigualdades múltiples, y enfatiza que no sólo representan una mera suma de 
categorías, sino que dan cabida a una situación única y singular que se dirige a 
detectar los efectos de esas desigualdades y a explorar cómo pueden las políticas 
públicas responder a su existencia, para implementar acciones justas en pos de 
la ampliación de derechos para aquellas personas que son afectadas por más de 
un tipo de discriminación.

La transversalidad y la interseccionalidad se encuentran consagrados en el Sis-
tema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos que juega un papel 
fundamental en la promoción, defensa y garantía de los derechos humanos en 
América Latina, siendo que la Corte Interamericana cumple una función crucial 
al aplicar e interpretar la Convención Americana y otros instrumentos interna-
cionales diseñados para proteger la vida y la dignidad de las personas (Nadim de 
Lazari y Alves de Arruda, 2022). El principio de igualdad y no discriminación ha 
sido enfatizado como cardinal para la protección de los derechos humanos a ni-
vel internacional y nacional. Este principio de jus cogens y erga omnes, se aplica 
a todos los Estados por igual, independientemente de la ratificación de tratados 
internacionales (Steiner y Fuchs, 2019). 

  (22) Crenshaw planteó el concepto en el marco de la discusión de un caso concreto legal, con el 
objetivo de hacer evidente la invisibilidad jurídica de las múltiples dimensiones de opresión expe-
rimentadas por las trabajadoras negras de la compañía estadounidense General Motors. Esperaba 
así, destacar el hecho de que en Estados Unidos las mujeres negras estaban expuestas a violencias y 
discriminaciones por razones tanto de raza como de género y, sobre todo, buscaba crear categorías 
jurídicas concretas para enfrentar discriminaciones en múltiples y variados niveles. Si bien la aplica-
ción de la interseccionalidad ha sido y continúa siendo contextual y práctica, a partir de ella se creó 
una teoría de la opresión general.

   (23) También desarrolló la importancia de su significado a la hora de crear y evaluar políticas 
para evitar un tratamiento centrado en la aceptación del factor de discriminación predominante que 
invisibiliza la intersección de factores de discriminación (párr. 23 del voto razonado de Juez Pérez 
Manrique).
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Según la jurisprudencia de la Corte IDH, el artículo 1.1 prohíbe la discrimina-
ción en relación con los demás derechos establecidos en la Convención, mien-
tras que el artículo 24 prohíbe la discriminación en relación con todas las leyes 
estatales y su aplicación. Por lo tanto, si un Estado discrimina en la protección de 
un derecho convencional, estaría violando el artículo 1.1. Si la discriminación se 
refiere a la protección desigual de las leyes internas y su aplicación, se analizaría 
en el contexto del artículo 24.

Sin embargo, en la región, nos enfrentamos a situaciones donde las discrimina-
ciones hacia identidades diversas y complejas se entrecruzan, influyendo colec-
tivamente en la experiencia de cada individuo. Este contexto demanda enfoques 
teóricos y prácticos que sean sensibles a estas complejidades y que puedan asistir 
a las instituciones regionales encargadas de proteger los derechos humanos en la 
identificación de sus raíces, impactos y en la formulación de recomendaciones 
para asegurar la salvaguardia de estos derechos. De esta manera, la teoría de la 
interseccionalidad emerge como un instrumento valioso para examinar las vio-
laciones de los derechos humanos que resultan de la intersección de múltiples 
identidades, generando formas únicas de discriminación (Teixeira, 2021, citado 
por Dias Oliveira, 2023). 

La utilización del concepto de interseccionalidad por parte de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos, como una herramienta hermenéutica, permite 
identificar a las personas o grupos que sufren discriminación y analizar las causas 
de dicha situación. En la sentencia en análisis la Corte examinó a fondo el fenó-
meno de la discriminación, comprendió su gravedad y analizó las causas y efectos 
que afectan a las personas, lo que contribuye a resolver de manera efectiva los 
casos presentados ante ella. Además, esta perspectiva ayuda a dictar reparaciones 
adecuadas, incluyendo medidas para prevenir la repetición de estos actos discri-
minatorios, imponiendo a los Estados acciones que busquen superar la discrimi-
nación y garantizar el respeto de los derechos humanos (Corte IDH, 2015, párr. 24, 
voto razonado).

Antes de este caso, la Corte Interamericana, utilizó el concepto en “Gonzales 
Lluy y otros vs. Ecuador”, “I.V. vs. Bolivia” y “Guzmán Albarracín y otros vs. Ecua-
dor”. Según Del Carpio, Volz, Creuz y Silveira (2021), estas sentencias son funda-
mentales para el estudio de la interseccionalidad, ya que se profundizó en las dis-
cusiones sobre este concepto. En “Gonzales Lluy y otros vs. Ecuador” de 2015, la 
Corte IDH esgrimió por primera vez el término interseccionalidad para referirse 
a las violaciones de derechos humanos sufridas por Talía Gabriela Gonzales Lluy, 
una niña diagnosticada con VIH a los 3 años. La Corte concluyó que la discrimi-
nación experimentada por Talía era el resultado de una confluencia de múltiples 
factores de vulnerabilidad y riesgo de discriminación asociados a su condición de 
niña, mujer, persona en situación de pobreza y persona con VIH (Corte IDH, 2015, 
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párr. 290). Esta concurrencia de factores de discriminación específicos derivó en 
un tipo único de discriminación que hubiera sido diferente si alguno de estos fac-
tores no hubiera estado presente. Esta definición de interseccionalidad utilizada 
por la Corte destaca la interacción de diversos factores de vulnerabilidad que ge-
neran una discriminación específica y distinta (Corte IDH, 2015).

En el caso “I.V. vs. Bolivia” (2016), se amplía la comprensión de la jurispruden-
cia de la Corte en relación con el principio de no discriminación, considerando la 
interacción de múltiples factores de discriminación. La señora I.V. sufrió violacio-
nes de derechos humanos al ser sometida a una cirugía sin su consentimiento en 
un hospital público boliviano, lo que resultó en su esterilización. En esta senten-
cia, la Corte reconoció que la discriminación contra I.V. se produjo de manera in-
terseccional debido a factores como su condición de mujer refugiada y su posición 
socioeconómica, generando vulnerabilidades específicas (Corte IDH, 2016, párr. 
319 y 321).

En el caso “Guzmán Albarracín y otros vs. Ecuador” (2020), la Corte analizó 
las violaciones sufridas por una joven que fue víctima de violencia sexual en una 
institución educativa y que posteriormente se suicidó (Corte IDH, 2020). Se reco-
noció que en este caso hubo una discriminación interseccional debido a su género 
y edad, así como una violencia estructural inserta en una situación más amplia 
(Corte IDH, 2020, párr. 142 y 143). Esta sentencia marca un avance al analizar de 
manera interseccional y estructural, ampliando el uso del concepto de intersec-
cionalidad y reconociendo formas más complejas de discriminación (Del Carpio 
et al., 2021).

Por su parte, la Convención de Belém Do Pará, en su artículo 9 incorpora la 
interseccionalidad y la “discriminación múltiple”, pues establece que el Estado, al 
momento de cumplir con sus deberes (artículos 7 y 8), deberá tener en cuenta las 
especiales situaciones en que se encuentran las mujeres que puedan generarles 
mayor vulnerabilidad a sufrir violencia. Enuncia, de manera no taxativa, la edad, 
el embarazo, su condición de refugiada, migrante o desplazada, la etnia, hallarse 
en una situación socioeconómica desfavorable o privada de libertad. De tal for-
ma, este enfoque representa una obligación reforzada de los Estados de adoptar 
medidas de protección hacia grupos de mujeres en particular sujetas a riesgo de 
violaciones a sus derechos humanos con base en más de un factor combinado con 
su sexo (MESECVI, 2014, p. 61).

En suma, el enfoque interseccional en la jurisprudencia de la Corte IDH ofre-
ce una visión más extensa y profunda de las violaciones de derechos humanos, 
permitiendo identificar las estructuras de subordinación que perpetúan la discri-
minación invisible y comprender mejor las desigualdades sociales. Este análisis 
también ayuda a seguir de cerca las violaciones agravadas sufridas por grupos 
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históricamente marginados y a desarrollar leyes y políticas públicas más efectivas 
para prevenir la discriminación y proteger los derechos humanos (Albuquerque y 
Hogemann, 2021).

V. La teoría de la Drittwirkung

La Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva 
18/03, párrafo 140, ha consagrado la teoría de Drittwirkung, según la cual los de-
rechos fundamentales deben ser respetados tanto por los poderes públicos como 
por los particulares en relación con otros particulares”. 

Esta doctrina ha sido sostenida por nuestra Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción en “Álvarez, Maximiliano y otros c/ Cencosud SA”, Fallos: 333:2306)  (24). En 
el mismo sentido y desde su antigua jurisprudencia en “Kot” (Fallos 241:291, con-
siderando 3)  (25)  (26). 

En numerosos precedentes, declaró que los principios de igualdad y de prohi-
bición de toda discriminación resultan elementos estructurales del orden jurídico 
constitucional argentino e internacional (Bauger, 2020c). Reafirmó que desde me-
diados del siglo pasado “Nada hay en la letra ni en el espíritu de la Constitución 

  (24) CSJN, A. 1023. XLIII. 7 de diciembre de 2010, “Recurso de hecho deducido por la demandada 
en la causa Álvarez, Maximiliano y otros c/ Cencosud S.A. s/ acción de amparo”. El caso llega a cono-
cimiento de la Corte en estos términos: Los actores iniciaron acción de amparo contra una empresa 
con el fin de que se declarara la nulidad de los despidos de los que fueron objeto, se los reinstalara en 
sus puestos de trabajo y se les abonara una reparación económica. Alegaron que prestaban servicios 
para la demandada bajo la “pseudo categoría” de asesores, la cual estaría destinada a dejarlos fuera 
del convenio colectivo de empleados de comercio. Señalaron que el sindicato les había negado la 
afiliación por lo cual crearon el Sindicato de Empleados Jerárquicos de Comercio -que fue inscripto 
ante la Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales- y pasaron a integrar la comisión directiva 
de la institución. En tales condiciones, su presidente intimó a la demandada al pago de diferencias 
salariales, lo cual motivó que uno de los gerentes de la empresa pidiera una lista de los integrantes 
de la comisión. En ese contexto, consideraron que el despido sin causa pocos días después resultó un 
acto discriminatorio. La Cámara confirmó el fallo de primera instancia que ordenó, con fundamento 
en el artículo 1° de la Ley 23.592, su reincorporación, y dispuso tener a las sumas percibidas antes del 
pleito como cancelatorias de reclamos derivados del conflicto. Interpuesto recurso extraordinario 
federal, su denegatoria motivó la queja. La Corte Suprema confirmó la sentencia y sostuvo, en lo 
sustancial, que corresponde descartar la pretendida inaplicabilidad de la Ley 23.592 al ámbito del 
derecho individual del trabajo, ya que nada hay en el texto de la ley ni en la finalidad que persigue 
que indique lo contrario, la proscripción de la discriminación no admite salvedades o ámbitos de 
tolerancia, que se reprueban en todos los casos, y porque la prestación de uno de los celebrantes, el 
trabajador, está constituida nada menos que por la actividad humana, la cual resulta, per se, insepa-
rable de la persona humana y, por lo tanto, de su dignidad.

  (25) CSJN, 05/09/1958, “Kot, Samuel”.
  (26) CSJN. Fallos 337:611, 20/05/2014, “Recurso de hecho deducido por la actora en la causa Sis-

nero, Mirtha Graciela y otros c/ Taldelva SRL y otros s/ amparo”.
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que permita afirmar que la protección de los llamados “derechos humanos” (…) 
esté circunscripta a los ataques que provengan sólo de la autoridad. Nada hay, 
tampoco, que autorice la afirmación de que el ataque ilegítimo, grave y manifiesto 
contra cualquiera de los derechos que integran la libertad lato sensu carezca de 
la protección constitucional adecuada (…) por la sola circunstancia de que ese 
ataque emane de otros particulares o de grupos organizados de individuos” (con-
forme la doctrina del caso “Kot, Samuel”, Fallos 241:291). 

De tal forma, y como sostiene Anzures Gurría (2010), se consagra la eficacia ho-
rizontal de los derechos fundamentales a partir de la expansión de estos derechos 
a las relaciones privadas. En efecto, la obligación de respetar, proteger y garantizar 
el derecho humano a la igualdad y a la no discriminación –como principio trans-
versal de los Derechos Humanos- recae sobre todos los poderes del Estado, pero 
también sobre los particulares. Y se extiende tanto respecto de aquéllos casos en 
que la situación discriminatoria es el resultado de las acciones y omisiones (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, OC 18/03, párrafo 104). 

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer advirtió que 
los Estados parte de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer deben garantizar, a través de los tribunales compe-
tentes y de la imposición de sanciones u otras formas de reparación, que la mujer 
esté protegida contra la discriminación cometida tanto por las autoridades públicas 
como por las organizaciones, las empresas y los particulares (Bauger, 2020c).

En el marco de las relaciones laborales, la Corte Interamericana ha resaltado 
que “los derechos fundamentales deben ser respetados tanto por los poderes pú-
blicos como por los particulares en relación con otros particulares” (Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos, OC 18/03, párr. 139). En el mismo sentido, 
desde su antigua jurisprudencia la Corte Suprema ha sostenido esta doctrina legal 
(Fallos: 241:291, considerando 3)  (27). 

VI. El Pacto Global, los principios Ruggie y la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible

El Consejo de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas 
adoptó en 2014 la resolución 26/9  (28) por la que solicitó la creación de un Gru-
po de Trabajo para la “Elaboración de un instrumento jurídicamente vinculante 
sobre empresas transnacionales y otras empresas comerciales con respecto a los 
derechos humanos”. Esta iniciativa puso en la agenda de discusión las vincula-
ciones entre el derecho internacional de los Derechos Humanos y las empresas 
(Hernández Zubizarreta, González y Ramiro, 2014).

  (27) CSJN. Fallos 241:291, 5 de septiembre de 1958, “Kot, Samuel”.
  (28) Consejo de Derechos Humanos: Resolución 26/9; adoptada el 26 de junio de 2014. 
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En uno de sus primeros informes, el Representante Especial del Secretario 
General de las Naciones Unidas sobre la cuestión de los derechos humanos y las 
empresas transnacionales y otras empresas comerciales, John Ruggie, reconoció 
que “hoy vivimos en un mundo globalizado en el que ha empezado a asumir 
un papel público importante una serie de agentes cuyo principio organizativo 
cardinal no es el Estado territorial” (Comisión de Derechos Humanos, 2006. p. 
10). Este informe sobre Principios Rectores sobre las empresas y los derechos 
humanos: puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas para “proteger, 
respetar y remediar”, conocido como Principios Ruggie, fue presentado duran-
te el 17o período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos de las Nacio-
nes Unidas que avaló dichos principios y creó un Comité para promover su 
implementación  (29). 

El documento elaborado constituye una plataforma para la puesta en marcha 
de prácticas empresariales que se aplican a todos los Estados y a todas las empre-
sas, tanto transnacionales como de otro tipo, con independencia de su tamaño, 
sector, ubicación, propietarios y estructura. Es un marco regulador y de conten-
ción en el accionar empresarial, que fija parámetros dirigidos tanto a los privados 
como también a los Estados en su obligación de velar por el cumplimiento de los 
mismos. Los Principios Generales determinan: 1) Las actuales obligaciones de 
los Estados de respetar, proteger y cumplir los derechos humanos y las libertades 
fundamentales; 2) El papel de las empresas como órganos especializados de la 
sociedad que desempeñan funciones especializadas y que deben cumplir todas 
las leyes aplicables y respetar los derechos humanos; 3) La necesidad de que los 
derechos y obligaciones vayan acompañados de recursos adecuados y efectivos 
en caso de incumplimiento.

Estos Principios Rectores deben entenderse como un todo coherente y ser 
interpretados, individual y colectivamente, conforme al objetivo de mejorar las 
normas y prácticas en relación con las empresas y los derechos humanos a fin 
de obtener resultados tangibles para las personas y las comunidades afectadas, 
y contribuir así también a un desarrollo socialmente sostenible. Deben aplicar-
se de manera no discriminatoria, prestando atención especial a los derechos, 
necesidades y problemas de las personas pertenecientes a grupos o poblaciones 
con mayores riesgos de vulnerabilidad o marginación, y teniendo debidamente 
en cuenta los diversos peligros que pueden enfrentar mujeres y hombres (ONU, 
2011, p. 1).

  (29) Presentado durante el 17o período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos de las Na-
ciones Unidas, A/HRC/17/31, 21 de marzo de 2011. El Consejo de Derechos Humanos avaló dichos 
principios y creó un comité para promover su implementación. Cfr. Consejo de Derechos Humanos, 
Resolución 17/4, UN Doc. A/HRC/17/4, 6 de julio de 2011. Asimismo, véase La Responsabilidad de 
las Empresas de Respetar los Derechos Humanos: Guía para la interpretación.
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El instrumento subraya,

Los Estados deben proteger contra las violaciones de los derechos hu-
manos cometidas en su territorio y/o su jurisdicción por terceros, in-
cluidas las empresas. A tal efecto deben adoptar las medidas apropia-
das para prevenir, investigar, castigar y reparar esos abusos mediante 
políticas adecuadas, actividades de reglamentación y sometimiento a 
la justicia. (ONU, 2011, p. 3)

En este sentido, el Pacto Mundial como “iniciativa por la sostenibilidad corpo-
rativa más grande del mundo” (ONU, 2018), nacida en 1999  (30) convoca a los lí-
deres empresariales “para que incorporen 10 principios universales relacionados 
con los derechos humanos, el trabajo, el medio ambiente y la lucha contra la co-
rrupción en sus estrategias y operaciones, así como para que actúen de forma que 
avancen los objetivos sociales” (The UN Global Compact and Accenture Strategy, 
“Transforming Partnerships for the SDGs, 2018). 

Estos principios consagran que: 1) Las empresas deberían apoyar y respetar 
la protección de derechos humanos declarados internacionalmente. 2) Las em-
presas deberían asegurarse de no ser partícipes de vulneraciones de derechos 
humanos. 3) Las empresas deberían defender la libertad de asociación y el reco-
nocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva. 4) Las empresas debe-
rían defender la eliminación de todas las formas de trabajo forzado u obligatorio.  
5) Las empresas deberían defender la abolición efectiva de la mano de obra infantil.  
6) Las empresas deberían defender la eliminación de la discriminación con res-
pecto al empleo y la ocupación. 7) Las empresas deberían apoyar un planteamien-
to preventivo con respecto a los desafíos ambientales. 8) Las empresas deberían 
llevar a cabo iniciativas para fomentar una mayor responsabilidad ambiental.  
9) Las empresas deberían promover el desarrollo y la difusión de tecnologías res-
petuosas con el medio ambiente. 10) Las empresas deberían trabajar contra la co-
rrupción en todas sus formas, como la extorsión y el soborno.

En este marco de compromiso, en 2015 se aprobaron los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible (ODS) de Naciones Unidas otorgando mandato al Pacto Mun-
dial para sensibilizar y ayudar a las empresas a contribuir con la nueva agenda de 
desarrollo  (31). Los ODS son 17, con los cuales el sector privado está llamado a 

  (30) El Pacto está basado en la visión del antiguo Secretario General de las Naciones Unidas, Kofi 
Annan, quien, en el Foro Económico Mundial de 1999, hizo un llamamiento a líderes empresariales 
para que se aliaran con la Organización para crear así un “impacto global” en cuestión de valores y 
principios compartidos para aportar una faceta humana al mercado global. 

  (31) El pacto procede bajo tres direcciones específicas: a) las empresas deben de operar de ma-
nera responsable, deben de tomar medidas innovadoras para lograr los acuerdos establecidos en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible y el acuerdo de París, b) inspirar a otras empresas a unirse al 
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compatibilizar objetivos del desarrollo de un negocio con los de equidad y soste-
nibilidad. Así, las empresas junto con los Estados y la sociedad son agentes claves 
para el desarrollo sostenible, planteándose así, la necesidad de que las empresas 
no sólo no causen impacto negativo, sino que deben modificar su accionar al pun-
to de generar impactos positivos para la comunidad.

VII. La Responsabilidad Social Empresarial

La Responsabilidad Social Empresarial se comprende como una construcción 
multidimensional, en paralelo al concepto de desarrollo sostenible. Una organiza-
ción sólo puede sobrevivir a medio-largo plazo si resulta económicamente viable, 
medioambientalmente sostenible y socialmente responsable (Ramírez Orellana, 
2006). De tal forma, el instituto tiene por objeto que las empresas a través de la 
inclusión de principios y buenas prácticas voluntarias, asuman una actitud de 
medioambiente y procesos de sostenibilidad que impacten en el desarrollo (Ro-
dríguez, 2014). 

Son tres los motivos por los cuales se le ha dado relevancia al concepto de Res-
ponsabilidad Social Empresarial en el último tiempo: primero se menciona la éti-
ca, dado que las empresas dependen de la comunidad y de cierto modo tienen la 
obligación de devolver parte de lo que reciben; segundo, el mercado, por cuanto 
algunas empresas la consideran como una herramienta de gestión útil tanto para 
penetrar en nuevos mercados como para no perder aquellos ya conquistados; y 
por último, la imagen de la empresa, utilizándola como elemento diferenciador 
que refuerza el factor de competitividad (Montero Serrano, 2012). 

La norma ISO 26000, la define como,

La responsabilidad de una organización por los impactos de sus decisio-
nes y actividades en la sociedad y en el ambiente, mediante un compor-
tamiento ético que contribuya al desarrollo sustentable, tome en cuen-
ta las expectativas de las partes interesadas, cumpla con la legislación 
vigente y sea compatible con las normas internacionales de conducta. 

Complementaria a esta definición, el Libro Verde de la Comisión Europea des-
taca la idea de que la integración de preocupaciones sociales y ambientales en la 
estrategia de gestión de la empresa debería ser voluntaria.

movimiento y c) implementa diez principios que promueven el desarrollo sostenible en las áreas de 
derechos humanos y empresa, normas laborales, medioambiente y corrupción. Se establece que las 
empresas deben de apoyar el enfoque preventivo frente a los retos medioambientales, así como pro-
mover la responsabilidad ambiental y alentar el desarrollo y la difusión de tecnologías respetuosas 
del medio ambiente. Así, se busca garantizar la sostenibilidad del medio ambiente. Se puede consul-
tar en https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/development-agenda/ 
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La responsabilidad social debe asumirse de tal forma, como una herramienta 
de gestión, como una medida de prudencia y una exigencia de justicia. La cuestión 
debe formar parte de las decisiones que se toman a diario, las buenas prácticas de-
ben formar parte del núcleo duro de la empresa, arraigado en la ética (Carmona, 
2020). Luque González, Coronado Martín y Álvarez Rodríguez (2021) analizan los 
procesos de Responsabilidad Social Empresarial a través de su construcción social. 
Destacan que no es posible desarrollar una definición unívoca e imparcial de mane-
ra general, si es posible estudiar las similitudes y diferencias existentes entre ellas.

En varias de las definiciones de Responsabilidad Social Empresarial se men-
ciona la importancia de considerar los intereses y expectativas de los grupos de 
interés en el proceso de toma de decisiones de las empresas. Así, siguiendo a Fer-
nández y Bajo Sanjuán (2012) encontramos la teoría del Stakeholder desarrollada 
por Edward Freeman en 1984, término utilizado para referirse a cualquier indivi-
duo o grupo de individuos que pueden afectar o ser afectados por las actividades 
y objetivos de una empresa y que, por lo tanto, deben ser considerados como un 
elemento esencial en la planificación estratégica y de gestión empresarial de cual-
quier actividad económica. De acuerdo con Freeman, las organizaciones están 
compuestas por un conjunto de actores, a los que denomina grupos de interés 
(stakeholders), y entre los que habitualmente se incluyen accionistas, trabajado-
res, posibles inversionistas, proveedores, clientes, administración y sociedad en 
general. Desde esta perspectiva, la empresa surge como el resultado de la interre-
lación de todos esos grupos a lo largo del tiempo, teniendo en cuenta que lo que 
constituye a la organización es la comunicación y lo que compone al grupo es la 
interacción. 

Schvarstein (2010) y Retolaza y Ruiz De Aguirre (2012) mencionan que la visión 
normativa de los stakeholders apoya la idea de que éstos tienen intereses genuinos 
por la actividad de la empresa y que además tienen un valor interno dependien-
do de su conexión con los resultados financieros. La teoría instrumental de los 
stakeholder considera que, si se satisfacen los intereses del conjunto de actores, 
se mejorará considerablemente la rentabilidad, la competencia, y eficiencia de la 
organización (Alpuche De La Cruz y Leines Cortez, 2023).

A finales de la década de 1990, Elkington introdujo el modelo de Triple Bottom 
Line, o Triple Línea de Resultados (TBL). El mismo describe una estrategia de ges-
tión que excede el cumplimiento de las obligaciones jurídicas y desarrolla prácti-
cas orientadas a la sostenibilidad ambiental, social y económica de una organiza-
ción, sin priorizar ninguna dimensión por sobre la otra (Álvarez Osorio y Vargas 
Arenas, 2011; García López, 2015).

En la actualidad, el modelo más difundido basado en los mismos principios que 
la teoría de TBL es el de la Global Reporting Initiative (GRI). Se trata una entidad 
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que nació de un proyecto en conjunto entre Coalition for Enviromentally Respon-
sible 13 Economies (CERES) y el Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente (PNUMA), con el objetivo de fomentar la calidad de la elaboración de 
las memorias de sostenibilidad, hasta equipararse con los informes financieros 
en cuanto a comparabilidad, rigor, credibilidad, periodicidad y verificabilidad. 
El modelo de la GRI recoge los principales aspectos a considerar por las empre-
sas para la presentación de su actuar, desde el punto de vista económico, social y 
medioambiental (Carmona, 2020).

En la guía GRI para la elaboración de memorias de sustentabilidad, entre otras 
cosas, se enumeran los distintos indicadores que deben tenerse en cuenta a la 
hora de rendir cuentas sobre la actividad de la organización ante diversos grupos 
de interés. Los indicadores ofrecen información sobre el desempeño en las tres 
dimensiones de la sostenibilidad. Además, enumera cuales son los aspectos ma-
teriales que reflejan los impactos. A saber: 1) Dimensión económica de la sosteni-
bilidad que abarca la incidencia de las organizaciones en la situación económica 
de los grupos de interés y en los sistemas económicos locales, nacionales e inter-
nacionales. Los aspectos materiales en los cuales se sustenta este indicador son:  
a) Desempeño económico, b) Presencia en el mercado, c) Consecuencias eco-
nómicas indirectas y d) Prácticas de adquisición. 2) Dimensión medioambiental 
que hace referencia a los impactos de una organización en los sistemas naturales. 
Abarca la evaluación de las repercusiones relacionadas con los insumos (energía 
y agua, por ejemplo) y los productos (emisiones, efluentes y desechos), así como 
también aspectos como la biodiversidad, el transporte y la repercusión de pro-
ductos y servicios. 3) Dimensión social: se relaciona con los alcances de las activi-
dades de la organización en los sistemas sociales en los que opera. Los aspectos a 
tener en cuenta son: 1) Prácticas laborales y trabajo digno, 2) Derechos humanos, 
3) Sociedad y 4) Responsabilidad sobre productos.

VIII. El Buen Vivir como alternativa al Desarrollo Sostenible

Siguiendo a Nova Laverde (2018), los enfoques teóricos sobre el desarrollo se 
esquematizan en liberales, marxistas y postestructuralistas, a partir de los cuales 
se han caracterizado hoy las controversias por el sentido del desarrollo entre al-
ternativas del y al desarrollo (Escobar, 2005) (Gudynas, 2011) (Gudynas y Acosta, 
2011) (Nova, 2017). Las alternativas del desarrollo comprenden varias perspecti-
vas que tienen en común el ser construidas como discursos de “arriba hacia aba-
jo”, erigidos sobre el principio básico del crecimiento económico como criterio de 
progreso y el antropocentrismo como concepción epistemológica. Por su parte, 
las alternativas al desarrollo se inspiran en las movilizaciones sociales y populares, 
esto es, surgen de “abajo hacia arriba” y desde una visión biocéntrica se oponen 
al desarrollo como acumulación material; reivindican la diversidad cultural y los 
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derechos de la naturaleza en los territorios (Escobar, 2017) (Escobar, 1996) (San-
tos, 2014).

En esta última postura, para autores como Murcia (2013; Cubillo-Guevara, Hi-
dalgo-Capitán y García-Álvarez, 2016) la fórmula Ruggie no resuelve la cuestión de 
los Estados y las empresas frente a los derechos humanos. Toman las experiencias 
de Ecuador y Bolivia que se orientan por régimen del Buen Vivir como modelo de 
desarrollo para las personas y la Naturaleza.

El concepto del Buen Vivir, también conocido como Vivir Bien, Vida en Pleni-
tud, sumak kawsay (en kichwa) o suma qamaña (en aymara), representa la aspi-
ración de numerosos pueblos de América Latina y ha tenido un gran impacto en 
la academia de la Economía Política del Desarrollo (Hidalgo-Capitán, 2011). Este 
concepto surgido a partir de las constituciones de Ecuador y Bolivia en los años 
2008 y 2009, respectivamente, está permitiendo la consolidación de una Econo-
mía Política del Buen Vivir como una alternativa al desarrollo tradicional. Para 
Murcia (2013), estas constituciones cuentan con cartas de navegación inspirado-
ras, con las cuales puede fundarse una praxis orientada en la prevención de las 
violaciones de los derechos antes que en su mitigación.

La propuesta se basa en el pensamiento ancestral de los pueblos originarios de 
América Latina (o Abya Yala) (Viteri 1993; Yampara 2001; Medina 2001, 2002; Rengi-
fo 2002) y se enriquece con aportaciones de corrientes de pensamiento como el so-
cialismo (Ramírez 2010; García-Linera 2010), el ecologismo (Gudynas 2011; Svampa 
2011) y el postdesarrollismo (Escobar 2009; Esteva 2009; Gudynas y Acosta 2011b).

El buen vivir, como expresión de la cosmovisión indígena de Abya Yala, se cons-
tituye también como ejercicio de resistencias al extractivismo, la colonización y 
patriarcalización, y se configura como alternativa al desarrollo alimentando las 
teorías de la justicia, con reivindicaciones amplias sobre quienes son sujetos de 
justicia (Nova Laverde, 2018).

IX. Reflexiones finales

El análisis crítico del caso “Empleados de la Fábrica de Fuegos de Santo Antô-
nio de Jesus y sus Familiares vs. Brasil” ofrece una perspectiva amplia y profunda 
sobre la intersección entre los derechos humanos, las empresas y la interseccio-
nalidad, destacando la urgencia de abordar estas cuestiones de manera integral y 
colaborativa para avanzar hacia un futuro sostenible. El caso subraya las desigual-
dades de género, clase y raza en el ámbito laboral. Aquí la teoría reivindicativa res-
pecto a que racismo, capitalismo, patriarcado, capacitismo y heterosexualidad for-
man sistemas de opresiones imbricados, explica cómo las mujeres negras, pobres 
y sin acceso al sistema educativo enfrentan obstáculos adicionales en el acceso al 
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empleo digno y a condiciones laborales justas. Hay una criticidad latente en esta 
reflexión, que expone la caracterización de la población pobre como quienes ocu-
pan la zona del “no ser” (Fanon, (2009 [1952]), que se relaciona inexorablemente 
no sólo con la cuestión de clase, sino también con el elemento racial y de género.

La interseccionalidad emerge como un concepto esencial que ilustra cómo las 
diversas formas de discriminación y opresión, se entrelazan y se refuerzan mu-
tuamente. Desde esta perspectiva, el análisis destaca las (des)igualdades de gé-
nero presentes en el ámbito laboral, subrayando cómo las mujeres y otros grupos 
marginados enfrentan obstáculos adicionales en el acceso al empleo digno y en la 
garantía de condiciones laborales justas. La discriminación laboral, evidenciada 
en el caso en cuestión, no sólo implica una violación de los derechos humanos 
fundamentales, sino que también plantea desafíos significativos para la realiza-
ción del potencial humano y el desarrollo económico sostenible. Aquí es donde 
entra en juego la teoría de la Drittwirkung, que reconoce la responsabilidad de 
los Estados y las empresas no sólo hacia los individuos directamente implicados, 
sino también hacia terceros afectados por sus decisiones y acciones. Asimismo, 
la teoría de los Stakeholders resalta la importancia de considerar los intereses y 
las preocupaciones de todas las partes interesadas en las operaciones comercia-
les, incluidos los trabajadores y las comunidades locales. Este enfoque holístico 
reconoce que el éxito empresarial no puede lograrse a expensas de los derechos 
humanos y el bienestar de los diversos grupos afectados.

En razón de verdad, las múltiples dimensiones de la desigualdad social se en-
trelazan y potencian entre sí, afectando de manera particular a ciertos grupos de la 
población. Por ello, es necesario mejorar el diagnóstico de estas dimensiones para 
seguir avanzando en el desarrollo sostenible. En este sentido, se han formulado 
recomendaciones de política, entre las que se destaca la importancia de una arti-
culación coherente entre las políticas económicas, productivas, laborales, socia-
les y ambientales. La hoja de ruta resultante del consenso internacional se hace 
efectiva en los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2030 para que las personas 
superen situaciones de vulneración de sus derechos como las probadas en la 
sentencia. El Objetivo 16 es la expresión que promueve el estado de derecho a 
nivel nacional y global (1.3), la creación de instituciones eficaces y transparentes 
que rindan cuentas (16.6), la garantía de acceso a la información y protección de 
libertades fundamentales (16.10), la promoción y aplicación de leyes y políticas 
no discriminatorias en favor del desarrollo sostenible (16.b). Así, los derechos 
humanos constituyen un elemento esencial en el diseño de las políticas y es-
trategias de desarrollo (Salvioli, 2022). Como explica Víctor Abramovich (2006), 
el conjunto de normas internacionales que conforman el Derecho Internacio-
nal de los Derechos Humanos no formula políticas, no detalla cómo deben estas 
ser, aunque sí determina estándares que sirven como referencia para su diseño e 
implementación.
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En este contexto de la globalización caracterizada por la fragmentación social y 
el surgimiento de diversos individualismos, la teoría de Max Weber de principios 
del siglo XX se revela especialmente relevante para analizar la realidad contempo-
ránea, en la que surgen interrogantes sobre si nos dirigimos hacia una mayor or-
denación social o hacia un incremento de la desintegración. Es pertinente recor-
dar que, desde su perspectiva teórica, Weber argumentó en varias ocasiones que 
un capitalismo desprovisto de valores, que convierte la búsqueda de beneficios en 
un objetivo absoluto, despoja de significado no solo a la economía, sino también a 
múltiples aspectos de la existencia social.

Es crucial entonces, fortalecer la cooperación entre el sector público y privado 
para garantizar estándares mínimos de desarrollo sustentable y responsabilidad 
social empresarial y planificar acciones conjuntas para alcanzar los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible, involucrando a la sociedad civil y a la ciudadanía en ge-
neral. Las desigualdades sociales, especialmente en América Latina, representan 
un desafío cardinal que requiere políticas públicas inclusivas y equitativas para 
garantizar un acceso igualitario a servicios básicos y recursos necesarios. Como 
señala Stiglitz (2002, 2012), si la globalización sigue siendo conducida como hasta 
ahora, si continuamos sin aprender de nuestros errores, la globalización no sólo 
fracasará en la promoción del desarrollo, sino que seguirá generando desigualda-
des, pobreza e inestabilidad. Por el contrario, un rostro más humano de la globali-
zación nos conduce a pensar con Stiglitz en otras posibilidades para el desarrollo, 
que contemplen desde una perspectiva de género interseccional e intercultural 
y de derechos humanos, el imperativo de desafiar y transformar estas dinámicas 
para avanzar hacia sociedades más equitativas y justas para todas las personas. 
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